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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por el defensor público contra el fallo de condena proferido el día veinticuatro (24) de abril-07.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Lo acontecido fue descrito así por el ente acusador: 

“El cinco (5) de octubre del presente año (2006), siendo las 11:30 horas, la policía con sede en el Corregimiento de Santa Cecilia, jurisdicción del Municipio de Pueblo Rico, Risaralda, se encontraba realizando un puesto de control, exactamente en el parque principal de dicho corregimiento. En ese operativo se procedió a requisar un vehículo de servicio público, bus de placas WAB 904, afiliado a la empresa Arauca, el cual cubría la ruta Cali-Condoto, conducido por el señor Gustavo Celis Ortiz, los uniformados al revisar la bodega lateral, lado derecho del vehículo referenciado, se halló un bulto de papas, que al ser verificado el contenido de este bulto de papas por los uniformados, se encontró dentro de este una bolsa plástica de color negro en cuyo interior contenía una sustancia vegetal color verde que por su olor y características se trataba de marihuana. De igual manera, al revisar las demás encomiendas, con autorización del conductor, se encontró en la parte delantera, junto al parabrisas lado izquierdo, un sobre de manila con 112 tubos pequeños los cuales contenían una sustancia pulverulenta color blanco, que por su olor y características, se trataba de cocaína, sustancias estas que se les practicó el experticio, resultando positivo para cannabis, marihuana, en peso neto de 2500 gramos y de cocaína en cantidad de 72 gramos. Una vez incautadas las sustancias ilícitas se procedió a determinar la procedencia y propiedad de estas sustancias, siendo los policiales informados por parte el señor CELIS ORTIZ que dichas encomiendas habían sido entregadas en el Municipio de La Virginia, Risaralda, por el señor Benjamín Ocampo Obando, persona que es propietaria de un puesto de comestibles, ubicado frente a Drogas La Rebaja de ese Municipio, situación que fue constatada por algunos de los pasajeros que se transportaban en el mismo rodante, quienes confirmaron lo relatado por el señor Celis, aduciendo tener certeza que dichas encomiendas fueron entregadas por esta persona, al ser recordada por su insistencia en el traslado de estas encomiendas, ante la negativa del conductor del bus al no encontrarse aforadas ni tener un destino conocido”.
1.2.- A consecuencia de esa información, el día veintiséis (26) de Octubre de 2006, fue capturado BENJAMÍN OCAMPO OBANDO, y en la misma fecha se realizaron ante el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Pueblo Rico (Rda.) con funciones de Control de Garantías, audiencias de legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento. Resultado de ellas fue la legalización de la captura; la adjudicación en calidad de autor del cargo de “transportar estupefacientes” al tenor del artículo 376, incisos 2 y 3 del Código penal, el cual NO ACEPTÓ el indiciado OCAMPO OBANDO; e igualmente, la imposición de una detención en establecimiento carcelario.
1.3.- Al no darse la aceptación de cargos, el procedimiento continuó su trámite normal con la presentación del escrito de acusación en donde se concretaron similares cargos, la Audiencia de Formulación de esa Acusación, la Audiencia Preparatoria y finalmente el Juicio Oral, al cabo del cual el Juez Promiscuo de Apía (Rda.) con funciones de conocimiento anunció un fallo de carácter condenatorio. 
Para llegar a esa conclusión, el a quo argumentó: (i) los agentes dan a conocer la forma en que se logró el hallazgo; (ii) la cocaína venía en un sobre, el cual sí podían abrir las autoridades policivas, porque la misma está protegida constitucionalmente, siempre y cuando “cumpla con las formalidades que establezca la ley”, lo que aquí no ocurrió; (iii) la perito del laboratorio del C.T.I. practicó los experticios que dieron lugar a la demostración de tratarse de marihuana y cocaína, respectivamente; (iv) con la prueba recogida en juicio quedó establecido en forma fehaciente que fue OCAMPO OBANDO la persona que envió esas encomiendas en la forma indicada por la Fiscalía; además, que lo hacía consciente de la ilicitud, puesto que, de no ser así: “¿cuál el motivo para enviarlas en horas de la madrugada, sin destinatario conocido e insistir al conductor el traslado cuando se negó a transportarlas?”. 
En esos términos clausuró la contienda con la imposición al justiciable de una pena privativa de la libertad equivalente a ocho (8) años, nueve (9) meses de prisión y multa de $158.744.640.oo; la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un período igual a la sanción principal. No se le concedió el subrogado de la condena de ejecución condicional, ni la prisión domiciliaria.
1.4.- No estuvo conforme con esa determinación el señor defensor público, motivo por el cual la impugnó y fueron remitidos los registros ante esta Corporación para desatar el recurso de alzada.

2.- El Debate

Sólo hizo presencia en el acto público de sustentación la Defensa como parte interesada en el recurso, cuya intervención podemos sintetizar de la siguiente manera:

- Se ha esgrimido en contra de su prohijado que él discutió con el conductor porque se negó a llevarle esas encomiendas, pero que él insistió y por eso logró que se las llevaran; pero lo que la realidad indica es que esa discusión se presentó por el precio de la gestión y no por otra cosa.
- Se olvidó que el trayecto de “La Virginia” a Santa Cecilia Pueblo Rico (Rda.) es una vía en mal estado y el recorrido tarda unas tres (3) horas, y que la requisa al bus se presentó en ésta última población, momento en el cual hallaron la marihuana dentro del bulto de papas y que el sobre lo entregó el conductor del autobús. Que siendo así, es muy difícil asegurar con certeza que fue en verdad su defendido quien introdujo esos elementos en las encomiendas y no que otras personas fueran los verdaderos responsables. Hasta el conductor está involucrado en este hecho, pero no fue capturado porque éste y los pasajeros indicaron que eso lo entregó el dueño del Kiosko en “La Virginia”.
- La verdadera identificación del señor BENJAMÍN se presentó veintitrés (23) días después, pero éste nunca tuvo la oportunidad de ver el elemento incautado en ese bus; tampoco estuvo presente en la diligencia de PIPH. Nunca se le exhibió la droga, ni siquiera por fotografía que supliera el elemento físico. 
- No se realizó la cadena de custodia como para establecer la mismidad de lo incautado y posteriormente sometido a identificación por experto; tampoco si es lo mismo lo entregado en “La Virginia” y lo incautado tres (3) horas después en Santa Cecilia. Son varias las personas que suben y bajan de ese vehículo durante todo ese recorrido, así que cualquiera de ellas pudo ser la responsable de esto.
- Existen unas reglas que regulan el acceso y la retención de la correspondencia privada, porque esta es reservada y se requiere orden de autoridad judicial competente para proceder en la forma como aquí se hizo. Por demás, tampoco se les hizo control de legalidad posterior a esos elementos. El Juez se basó en la Sentencia C-789 de septiembre 20 de 2006, para indicar que no era necesario el control de legalidad porque es decisión de la policía en el ejercicio de las funciones preventivas de rutina que le son propias; interpretación que no comparte porque el Fiscal hace un control previo y luego uno posterior ante el Juez, motivo por el cual no es lógico que se le deje eso a la Policía Nacional. Precisamente por eso pidió la exclusión de esos elementos por no haberse dado la respectiva audiencia de control dentro de las 36 horas siguientes.
- Que la Fiscalía ha expedido un Manual sobre “Cadena de Custodia” y en él se expresa que todo Servidor Público y los particulares que tengan acceso a elementos materiales probatorios o evidencias físicas, deben hacerse responsables por lo que recolecten. También existe un Manual de Protocolo Criminalístico, en donde se diferencia la prueba preliminar o presuntiva, de aquella prueba confirmatoria por medio de perito químico quien debe tener en consideración todas las técnicas apropiadas para la identificación de la sustancia incautada. Ambas pruebas son indispensables para una correcta verificación, pero aquí se conformó la Fiscalía con la primera y por lo tanto se quedó a medias el procedimiento porque al juicio sólo se llevó a la perito de la Sijin. 
- Según el testimonio rendido en juicio por su procurado, el sobre iba marcado con el nombre de “William y un celular”; lamentablemente, al sobre no se le hizo cadena de custodia, ni tampoco se enseñó en juicio. 
- Se trata de una persona muy conocida por todos, que no tiene antecedentes y que a pesar de ser pobre y con baja escolaridad, no tiene necesidad de hacer una cosa así. Era la tercera vez que le pedían igual favor y nunca pensó que se iba a meter en semejante problema. Debe tenerse en cuenta además, que el que haga una cosa de éstas huye, pero él siempre ha permanecido en el mismo lugar vendiendo tintos como lo ha hecho desde hace diez (10) años; aunque a raíz de todo esto ya se vio obligado a cambiar de domicilio. 

- El Juez le reprochó el hecho de no haber dicho quién le entregó eso para remitir “de noche” y tuvo que asumir su responsabilidad penal por ese simple hecho. El recibió esas cosas selladas y así las entregó, sin verificar su contenido.
- En todas las empresas de encomiendas se están incautando muchas cosas, pero no por eso se le puede judicializar a quien las envía. La obligación de la empresa era exigir el aforo de la mercancía, establecer quién la envía, quién la recibirá y qué contiene. Si eso no se hizo, entonces todos son responsables, incluido el conductor.
3.- La Decisión

El Tribunal es competente por los factores objetivo, territorial y funcional para conocer de fondo el asunto puesto a nuestra consideración.

Se trata de establecer, conforme al contenido de la impugnación: (i) si es posible admitir como evidencia física dentro del juicio oral, un material estupefaciente -marihuana y cocaína- que una vez descubierto por miembros de la Policía Nacional, no se presentó ante el Juez de Control de Garantías dentro de las 36 horas siguientes para efectos de legalizar su incautación; y (ii) si existe o no certeza de ser el señor BENJAMÍN OCAMPO la persona que hizo entrega de las encomiendas a sabiendas de contener el vegetal y el alcaloide incautados, con el fin de que le fuera entregado a una tercera persona en una población distante de su lugar de residencia. A dilucidar esos interrogantes procedemos.
La Sala tiene que aceptar, en primer lugar, que el proceder de la Policía Nacional en cuanto registró el vehículo de servicio público, al igual que el bulto de papas que se encontraba en la bodega de ese rodante y que contenía una bolsa en cuyo interior se hallaron 2500 grs. de marihuana, era legítimo y el Juez de instancia acertó en este punto específico. 

Se dice así en acatamiento a la Sentencia C-789 del 20 de septiembre de 2006, por medio de la cual la Corte Constitucional declaró la exequible parcial del precepto 208 de la Ley 906 de 2004, cuando al regular la actividad policiva consagró que era permitido realizar: (i) registros personales superficiales, (ii) registro a los elementos que se lleven consigo, y (iii) registro a los vehículos. Así reflexionó la Alta Corporación en su parte motiva:
las diligencias de registro personal y registro de vehículos autorizadas en esta disposición, corresponden a medidas preventivas que no forman parte de los procedimientos penales, toda vez que están orientadas a la prevención de hechos punibles y a la seguridad de lugares y personas (…) tratándose de registros preventivos realizados por la policía, no es menester contar con la previa autorización judicial, mientras que en el registro personal que se realiza dentro del proceso penal sí se requiere de dicha autorización (…) En relación con el registro de vehículos (…) constituye una actividad policiva preventiva que busca  garantizar la tranquilidad y seguridad ciudadanas y precaver la comisión de conductas punibles y en ese sentido, no desconoce preceptos superiores. 
No hay lugar a dudar por tanto que la fuerza pública obró bien al examinar el contenido de ese equipaje, con miras a desarrollar el poder preventivo que le ha sido asignado en pro de la seguridad pública y la evitación de comportamientos al margen de la ley.
Empero, no es tan sencillo lo concerniente al paquete que se llevaba en la parte delantera del automotor, consistente en un sobre de manila en cuyo interior se halló cocaína en cantidad de 72 gramos, por cuanto se trataba de una correspondencia para cuyo efecto se debían, en principio, seguir las reglas que demanda el actual procedimiento para efectos de su interceptación y apertura; es decir, agotar el control judicial para levantar la reserva que ampara el derecho a la intimidad. 

Decimos en principio, porque como bien lo indicó el Juez de conocimiento, para que esa misiva tuviera las características de una verdadera correspondencia, debía llenar unas condiciones mínimas, no otras que las consagradas en el Dcto. 229 de 1995 reglamentario del servicio postal; entre ellas, el nombre del remitente y del destinatario. De igual modo, era preciso el aforo de la encomienda para que pudiera ser transportada en la forma en que se pretendía, lo que implicaba dar a conocer su contenido antes de su recepción por la empresa.  
Y lo anterior tiene mayor asidero, cuando se sabe que primero fue el hallazgo de la marihuana que contenía el bulto de papas ubicado en la bodega del vehículo y luego la cocaína en el sobre; lo que indica que ya la policía tenía motivos fundados para pensar que así como en la primera encomienda se halló estupefaciente, muy posiblemente en el sobre perteneciente al mismo remitente también se podría encontrar igual o similar sustancia prohibida, como en efecto así se comprobó.
Lo expuesto justificaría la decisión adoptada en la primera instancia en cuanto a que aquí no hubo irregularidad alguna en lo que hace con el procedimiento policivo de incautación del material alucinógeno; sin embargo, falta por analizar si como lo pregona la defensa, esos elementos materiales probatorios deben se excluidos porque de todas formas existían otros trámites posteriores a ese procedimiento que se debían cumplir por el ente acusador y cuya omisión torna ilegal la introducción de la evidencia en juicio. Nos referimos a la supuesta obligación de presentar ante un Juez de Control de Garantías dentro de las 36 horas siguientes tanto la marihuana como la cocaína incautadas. Sobre este particular punto de la confrontación el Tribunal dirá lo siguiente:
En efecto rezan los artículos 154 y 237 de la Ley 906-04, lo siguiente:

ART. 154.—Modalidades. Se tramitará en audiencia preliminar: 1. El acto de poner a disposición del juez de control de garantías los elementos recogidos en registros, allanamientos e interceptación de comunicaciones ordenadas por la fiscalía, para su control de legalidad dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes.

ART. 237.—Audiencia de control de legalidad posterior. Dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes al diligenciamiento de las órdenes de registro y allanamiento, retención de correspondencia, interceptación de comunicaciones o recuperación de información dejada al navegar por internet u otros medios similares, el fiscal comparecerá ante el juez de control de garantías, para que realice la audiencia de revisión de legalidad sobre lo actuado.

Del contenido de esos preceptos podríamos llegar a concluir, como lo hace el togado, que la Fiscalía omitió el deber de presentar a tiempo lo incautado y que por tal motivo la violación a esas reglas del procedimiento lleva aparejada, indefectiblemente, la exclusión del medio probatorio para ser valorado en juicio. No obstante, esa omisión es sólo aparente, porque ese deber de llevar ante el Juez TODOS los bienes incautados que sirven de evidencias físicas para demostrar la tipicidad del comportamiento y la responsabilidad del indiciado, no está expresamente regulado así por el legislador. 

Para el cabal entendimiento de esas disposiciones es obligatorio echar mano de la interpretación sistemática que ha ofrecido la H. Corte Suprema de Justicia acerca tan singular asunto, como pasa a exponerse:
Tampoco se determina necesaria la diligencia en aras de que el juez de control de garantías revise la legalidad de los elementos encontrados en poder del capturado, como quiera que, a continuación se verá, no es competencia suya hacerlo y la ley no habilita una diligencia para ese particular. Además, se agrega, en los casos en los cuales se faculta esa actividad de control, existe una audiencia preliminar específica -posterior al allanamiento e interceptaciones, para citar dos ejemplos-, que sirve de escenario específico para ese menester.   

[…]

Ahora bien, hecha la precisión, dígase que no existe audiencia de legalización de elemento material probatorio y evidencia física con destino a la demostración de responsabilidad, porque el escenario natural de discusión acerca de la legalidad de esos elementos que pretenden introducirse al juicio para lo de su objeto, es precisamente la audiencia preparatoria. 

En efecto, el Art. 358  de la Ley 906/04 dispone que a solicitud de las partes, los elementos probatorios y evidencia física podrán ser exhibidos en desarrollo de la audiencia “con el único fin de ser conocidos y estudiados”, cuya exclusión, rechazo o inadmisibilidad podrán pedir las partes y el Ministerio Público al juez de conocimiento, de conformidad con las reglas establecidas en el Art. 359 ibidem. 

A su turno, el Art. 360 dispone que el juez “excluirá la práctica o aducción de medios de prueba ilegales, incluyendo los que se han practicado, aducido o conseguido con violación de los requisitos formales previstos en este código.”

Sólo de manera excepcional, la ley expresamente consagra cinco (5) circunstancias que le permiten al juez de control de garantías verificar la legalidad de la incautación y recolección de los elementos materiales probatorios y evidencia física, las cuales se contraen al cumplimiento de las órdenes de registros, allanamientos, interceptación de comunicaciones, retención de correspondencia, recuperación de información dejada al navegar por internet, “u otros medios similares”, impartidas por la Fiscalía (Art. 154-1 y 237). Su expedición -en materia de registros y allanamientos- con la preterición de cualquier requisito sustancial genera la invalidez de la diligencia, “por lo que los elementos materiales probatorios y evidencia física que dependan del registro carecerán de valor, serán excluidos de la actuación y sólo podrán ser utilizados para fines de impugnación.”

La razón de que en tales eventos deba recurrirse al juez de control de garantías, es precisamente porque esos hallazgos derivan de diligencias que afectan derechos fundamentales. A dicho funcionario le está asignado el control, formal y material, de esos actos de investigación, valga decir, la actividad desplegada por la Fiscalía en ejercicio de su atribución de persecución penal.

Ciertamente, si bien con la expedición del Acto Legislativo 03 de 2002 el Constituyente derivado optó por consolidar el carácter acusatorio de nuestro sistema procesal penal  confiriéndole a la Fiscalía General de la Nación el monopolio de la persecución penal en cuanto la facultó para dirigir y coordinar la investigación criminal, y adoptar medidas restrictivas de garantías fundamentales como los derechos a la libertad, a la intimidad y a la propiedad; también previó que en estos eventos la actividad fiscal estuviera sometida a control judicial, para lo cual introdujo como innovación la figura del  Juez de Control de Garantías, a cuyo cargo está examinar si las atribuciones judiciales ejercidas por la Fiscalía se adecuan o no a sus fundamentos constitucionales, primordialmente, si en su desarrollo se han respetado las libertades públicas ciudadanas, tal como se explicó en la correspondiente exposición de motivos…
[…]

De otro modo dicho -concluye la Corte-, al Juez de Control de Garantías le corresponde determinar la legitimidad constitucional y legal de la actividad cumplida por la Fiscalía General de la Nación.               

Por consecuencia, el juez de control de garantías carece de competencia para pronunciarse acerca de la legalidad o no de los elementos materiales probatorios acopiados por el fiscal, como quiera que la verificación opera en sede de la audiencia preparatoria, como ya se vio, sin que norma ninguna autorice que ello corra de cargo del juez de control de garantías.

En este sentido, para responder a lo sostenido por el ministerio Público, se hace indispensable significar que ninguna de las normas citadas en su argumentación oral, traen consigo la habilitación para que el juez de control de garantías verifique la legalidad de los elementos materiales probatorios o evidencia física recogidos por el fiscal con fines de utilizarlos en el juicio, con excepción de los cinco casos antes referenciados.

Todo lo antes dicho, es la regulación que se tiene fijada para los bienes incautados diferentes de aquellos sobre los cuales procede el comiso y deben pasar a poder del Estado luego de suspenderse el poder dispositivo, v.gr., las armas; puesto que para este tipo de bienes sí se debe llevar a cabo el trámite de incautación u ocupación con fines de comiso a los cuales hacen alusión los dispositivos 83 y 84 de la Ley 906 de 2004; es decir, que deben ser presentados ante un Juez de Control dentro de las 36 horas siguientes a su aprehensión por la Fiscalía o por los organismos de Policía Judicial, pero única y exclusivamente para hacer efectiva la figura del comiso. En los siguientes términos dejó consignado esta excepción el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria dentro del fallo que se viene comentando:
En el asunto que aquí se ventila, el Fiscal solicitó -como con antelación se indicó- audiencia para legalización de captura, formulación de imputación y “legalización de elemento”, pero respecto de ésta nunca se clarificó cuál era su objeto que, como la ley lo indica, sólo era viable para la incautación del arma con fines de comiso.
Finalmente, no había lugar a exigir la presencia del hoy involucrado OCAMPO OBANDO en la diligencia de identificación preliminar y pesaje del material, para que se le enseñara, como también lo ha concluido esta Colegiatura en los siguientes términos:
En ese sentido, el Tribunal considera que asiste razón a quienes pregonan que la identificación preliminar de la sustancia estupefaciente, es un acto urgente que se encuentra a cargo de la policía judicial al tenor de lo establecido en el artículo 205 de la Ley 906 de 2004; siendo así, es una autoridad con ese rango a quien se asigna el deber de realizar una verificación técnica y no requiere tener presente a un delegado de la Fiscalía para proceder de esa manera. Funcionario que cumplirá el cometido previa información efectiva al Ministerio Público y la consiguiente remisión de lo actuado al Fiscal dentro de los imperiosos términos que establece la ley para que fije el programa metodológico. De igual modo, para proyectar la ulterior participación de ese agente de policía judicial como referente directo de la legalidad del procedimiento, sin obviar por supuesto la cadena de custodia.

La única normatividad que nos permitiría exigir la presencia del Fiscal, del Ministerio Público y de defensor del indiciado en ese acto, sería la reglamentación que en tal sentido establece la Ley 30 de 1986, concretamente su artículo 78; sin embargo, este estatuto, que es anterior a la Constitución y por supuesto a la Reforma que dio vida al Sistema Acusatorio, debe entenderse derogada por las reglas que orienta la Ley 906 de 2004, porque entre otras cosas, como tuvo ocasión de referirlo el Tribunal de Medellín en decisión del doce de mayo de 2006, ni siquiera es pertinente la presencia del indiciado para refrendar esos actos preliminares, menos en consecuencia que se llame a un apoderado para cumplir con tal propósito, porque se entiende que existe una restricción absoluta a la autoincriminación y el indiciado no debería entrar a respaldar con su firma lo acaecido si se tiene claro que la prueba de cargo corre única y exclusivamente por cuenta de la Fiscalía.

Ahora, en cuanto a la cadena de custodia, ella sí fue elaborada desde el mismo instante en que miembros de la Policía acantonada en el Corregimiento de Santa Cecilia realizaron el operativo, y los formatos respectivos reposan en la actuación; motivo por el cual, no hay lugar a dudar que lo incautado fue lo mismo que estaba contenido en la bolsa y en el sobre a los cuales se refirieron los agentes del orden y demás personas que dieron fe de ello en el juicio, e igual a lo que posteriormente fue materia de examen en laboratorio. Además, por parte alguna la defensa hace notar defectos sustanciales que implicaran rompimiento de esa cadena de custodia y que hicieran pensar en la no demostración de esa mismidad.

En conclusión: si la incautación se produjo en cumplimiento de la función preventiva que constitucionalmente le ha sido asignada al poder de policía, y no como el resultado de una orden del Fiscal dentro de un proceso penal con miras a obtener evidencias de la comisión de un hecho delictivo y de la responsabilidad penal de sus autores a través de una diligencia de allanamiento, registro, interceptación de comunicaciones, retención de correspondencia, recuperación de información dejada al navegar por internet, “u otros medios similares”; y  si tampoco se tenía por finalidad lograr la aplicación de la figura del comiso para que los bienes pasaran a poder del Estado, por cuanto lo que se tiene previsto por la ley en tratándose de los estupefacientes es única y exclusivamente su destrucción, entonces no queda otra alternativa que asegurar que la evidencia física fue presentada legítimamente en el juicio oral y no hay lugar a invalidar el testimonio de la perito del laboratorio de toxicología del CTI, por medio del cual se introdujo su dictamen pericial que concluyó que lo incautado corresponde efectivamente a cannabis sativa y cocaína, respectivamente. 
Superado ese primer y sustancial escollo, ahora sí se adentrará la Sala en el análisis de la responsabilidad que le ha sido atribuida al justiciable BENJAMÍN OCAMPO. Al respecto se tiene:
Es totalmente cierto, como lo expone el defensor, que no por el hecho de aparecer en una encomienda algo prohibido, indefectiblemente se le debe enrostrar autoría al remitente. Hay que probar, con prueba directa o indirecta, que efectivamente él sabía del contenido y que lo entregó a sabiendas de su prohibido transporte para ser entregado a un tercero. 
Situación que aquí se hace compleja en cuanto a que la persona que está siendo juzgada, según se afirma, es un personaje bien conocido en la localidad de “La Vigrinia” (Rda.), en donde se ha dedicado por espacio de varios años a la venta de comestibles en un Kiosko de su propiedad. Igualmente, por no poseer antecedentes que indiquen su inclinación a este tipo de actividades; además, que a pesar de la incautación, permaneció en su domicilio sin huir, como sería lo esperado en quien se sabe descubierto. 
Todos esos factores que destaca con buen tino el inquieto defensor, constituyen contraindicios a su favor y hacen pensar que pudo tratarse de una lamentable equivocación, de no ser porque la prueba de cargo es, a juicio del Tribunal como lo fue en su momento para el Juez, contundente en orden a pregonar su autoría y responsabilidad. 

Un repaso pormenorizado a todo lo ocurrido, nos obliga a decir que la prueba que confluye en disfavor del imputado es de variada índole y posee una fuerza de convicción innegable, de mayor peso que los ya citados contraindicios. Para abordarla, es menester afrontar los componentes de la sana crítica, esto es, los principios de la ciencia, los postulados de la lógica y las normas de la experiencia; pero muy especialmente éstas últimas, bajo el entendido que “para que ofrezca fiabilidad una premisa elaborada a partir de un dato o regla de la experiencia ha de ser expuesta, a modo de operador lógico, así: siempre o casi siempre que se da A, entonces sucede B”
. De igual modo, que si la fuente de información es la testimonial, no debe existir incredibilidad derivada de un resentimiento, que lleve a inferir en la existencia de un posible rencor o enemistad que ponga en entredicho la aptitud probatoria.

Para el caso que nos convoca, se tiene establecido que sí fue el hoy acusado BENJAMÍN OCAMPO la persona que hizo entrega tanto del bulto de papas como del sobre sellado; no obstante, se argumenta que no sabía del contenido ilícito y ese material estupefaciente bien pudo haber sido introducido por otras personas antes de la entrega o durante el recorrido. A decir verdad, esta posibilidad debe descartarse, porque:
(i) La actitud del señor OCAMPO: a él se le dijo por parte del conductor del autobús, persona que no tiene interés alguno en perjudicarlo falsamente, que  esas cosas no podían llevarse sin saber a quién iban dirigidas y sin que se aforaran previamente ante la empresa; no obstante, él insistió en que le hiciera ese favor, a lo cual se accedió precisamente por tratarse de una persona conocida en el pueblo. De todo ello dieron buena cuenta los pasajeros del bus que rindieron su testimonio en juicio.
(ii) La falta absoluta de información que permita confiar en que él fue objeto de un engaño: nunca dijo cuál fue la persona en concreto que según él le entregó esas cosas (se refirió escuetamente a una muchacha joven y a un niño, pero nada más; la primera de las cuales incluso le dijo, extrañamente, que allí iban unos repuestos); tampoco se tiene claro quién es el personaje que iba a recibir las encomiendas cuando el vehículo llegara a Istmina (Chocó). Habló de un tal “William” y de un teléfono celular, datos que según él si iban en el aludido sobre, aunque otros testimonios niegan tal aseveración, pero que finalmente tampoco pudieron ser corroborados por los organismos de seguridad. Recordemos que el conductor le insistió a don BENJAMÍN que le dijera qué persona le reclamaría esas cosas, pero éste le respondió con insistencia que no se preocupara que alguien se iba a presentar a reclamárselas y que no había ningún problema.
(iii) La hora utilizada para la entrega: es sabido que esta operación la realizó el señor BENJAMÍN en horas de la madrugada (4:30 a.m.), es decir, una hora bien impropia para este tipo de gestiones.

(iv) No prueba que atribuya responsabilidad de parte de otros: Se ha sostenido, que pudo ser el conductor el verdadero responsable, pero no se aprecia por parte alguna que el comportamiento asumido por éste lo comprometa de algún modo. Mírese que la forma en que procedió el motorista fue totalmente condescendiente con el operativo policial, tanto así que fue él quien una vez se enteró del contenido ilícito del bulto que estaba en la bodega, le enseñó a los policiales el sobre de manila que también le había sido entregado por el mismo BENJAMÍN. De haber tenido alguna participación en el delito, por supuesto antes que hacer entrega de ese sobre lo hubiera ocultado. Además, era de esperarse que si fuera una tercera persona la que introdujo en el bulto de papas la bolsa contentiva de marihuana, hubiera dejado la cocaína en otro de los equipajes que allí se llevaban, pero nótese que el resto de la sustancia prohibida iba en otra encomienda precisamente perteneciente al mismo OCAMPO OBANDO, que se encontraba en un lugar diferente (la parte delantera del vehículo junto al parabrisas lado izquierdo).
(v) Actividad por fuera de su oficio cotidiano: aunque se pretendió argumentar que el señor BENJAMÍN OCAMPO es persona habituada a recibir encomiendas en su puesto de comestibles, la realidad es que algunos de los testigos que declararon en juicio y que lo distinguen desde hace buen tiempo, fueron claros en expresar que él no acostumbra enviar encargos o encomiendas, es decir, no es propio de su oficio realizar este tipo de favores.
En conclusión, de conformidad con lo declarado por todos los exponentes en el juicio y por la forma en que obró el acusado, había lugar a concluir, como lo hizo el a quo, que no fue normal su forma de proceder y que estaba enterado del contenido ilícito de los paquetes que supuestamente recibió para ser entregados en tan particulares circunstancias a un sujeto desconocido en una población alejada de su lugar de residencia. 
En esas condiciones, el fallo confutado debe confirmarse.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso. 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

            LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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